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DEL DERECHO A LA VIVIENDA EN CONDICIONES DIGNAS. El artículo 51 de la Constitución consagra el goce de la vivienda en condiciones dignas como un derecho económico, social y cultural del que son titulares todos los colombianos: “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna (…)”, siendo insistente la Corte Constitución en que ésta garantía es susceptible de protección constitucional en la medida en que adviertan comprometidos derechos de rango superior como la vida, el mínimo vital, y el debido proceso
.
Adicionalmente, ha sostenido el alto Tribunal, que para amparar por vía de tutela el derecho a la vivienda debe verificarse: “(i) la inminencia del peligro; (ii) la existencia de sujetos de especial protección que se encuentren en riesgo; (iii) la afectación del mínimo vital; (iv) el desmedro de la dignidad humana, expresado en situaciones degradantes que afecten el derecho a la vida y la salud, y (v) la existencia de otro medio de defensa judicial de igual efectividad para lo pretendido. Con ello se concluirá si la protección tutelar procede”
.  
En cuanto a las condiciones que debe presentar una vivienda digna, ha señalado que debe satisfacer, entre otros factores la “Habitabilidad, es decir, que la vivienda cumpla con los requisitos mínimos de higiene, calidad y espacio necesarios para que una persona y su familia puedan ocuparla sin peligro para su integridad física y su salud
”.
Así las cosas la inestabilidad del terreno donde se encuentra construida una vivienda puede configurar, si así lo determinan las circunstancias del caso concreto, que el inmueble no cumpla con los requerimientos mínimos de habitabilidad y, por tanto, exponga a sus habitantes a un riesgo extraordinario que compromete su  derecho fundamental a la seguridad personal, incluso a la vida y a la integridad personal y, por lo tanto, requiere la intervención del juez de tutela
. 
(…)

En el caso bajo análisis se observa que los accionantes se encuentran residiendo en la Vereda Génova en un terreno que desde el 3º de agosto de 2014 está considerado como “zona de Riesgo ALTO NO MITIGABLE” –fl 32- con recomendación de reubicación o relocalización de fecha 13 de mayo de 2014, y posteriormente de evacuación preventiva, según informe técnico de la Carder realizado el 3 de agosto de 2014 –fl 32-.

También resulta evidente que desde el momento en que evacuaron su vivienda, han solicitado información tendiente a lograr su reubicación y la compra de sus predios, siéndoles comunicado que sus pretensiones debían ser dirigidas al Comité Departamental de Gestión.

No obstante la situación planteada, es preciso hacer notar que la Sala de Casación Laboral ha impedido que sea el Juez de tutela el llamado a ordenar la reubicación o a generar soluciones alternativas de vivienda de tal índole, pues considera que tal función se encuentra en cabeza de las entidades encargadas de la asignación de SFVE, de acuerdo con los requisitos legalmente establecidos para ello.  Tal posición, fue materializada en sentencia de fecha 15 de enero de 2014, radicación STL392, en la que indicó lo siguiente:

“En el caso de marras, estima la Corte que la decisión acogida en la sentencia objeto de impugnación, en cuanto dispuso conceder el amparo deprecado por la parte actora, no atiende la regulación constitucional, ni legal de dicho medio defensivo de los derechos fundamentales, toda vez que, no obstante los razonados argumentos que ofrece, es lo cierto que quien hoy acude a la tutela, no empleó los medios ordinarios instituidos a su favor, contrariando de ese modo el principio de residualidad.

Adviértase como, la accionante aspira que a través de este mecanismo se ordene su reubicación inmediata y la de su grupo familiar en una vivienda que cuente con condiciones dignas para su subsistencia por estar habitando una zona de alto riesgo, e insiste en tal pedimento en el escrito impugnativo, al indicar que el amparo decretado resulta temporal y la avoca a padecer la misma situación de vulnerabilidad en corto tiempo.

Al respecto debe decirse que, contrario a lo concluido por el colegiado a quo, para esta Sala no es posible acceder a las aspiraciones de la petente, por cuanto impartir una orden de tal índole desbordaría la órbita de acción del juez de tutela, a quien no le es dable declarar la titularidad de derechos de rango legal, en cabeza de los administrados, además de afectar la legalidad del gasto público, cuya competencia está radicada en autoridades distintas de la judiciales.”

En ese sentido, no resulta procedente mantener la orden de la juez de primera instancia no solo por la improcedencia de la acción constitucional, para otorgar este tipo de beneficios, sino porque los actores ninguna gestión han realizado para obtenerlo pues solo se advierte en el plenario, que obran una serie de recomendaciones de la Cárder y un informe del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Mistrató, así como una petición solicitando información de la entidad a la cual deben dirigirse para lograr su reubicación y la compra de sus predios. 

Tampoco tienen la vocación de permanecer las ordenes dada por la juez respecto a la iniciación, coordinación y elaboración de planes y programas para la prevención, mitigación y rehabilitación de la zona de la Vereda Génova y el tratamiento de la quebrada del mismo nombra, dado que la acción de tutela no fue concebida para amparar derechos colectivos, pues para ello está prevista la acción popular, mecanismo que no se encargaron de desacreditar los actores por falta de idoneidad o eficacia del mismo, máxime cuando han trascurrido más de tres años de la emergencia, término dentro del cual bien podían haber iniciado la acción pertinente, situación que por sí sola desdibuja la existencia de un perjuicio irremediable y de paso el cumplimiento del requisito de inmediatez.
               TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Pereira, ocho de septiembre de dos mil diecisiete

Acta N°          8 de septiembre de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver acción de tutela presentada por el señor JAVIER DE JESÚS CASTAÑO RAMÍREZ, JAIRO DE JESÚS CONTRERAS OTALVARO y ARNULFO CARDONA RAMÍREZ contra el DEPARTAMENTO DE RISARALDA, el MUNICIPIO DE MISTRATÓ, la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE RISARALDA –CARDER- el FONDO DE VIVIENDA –FONVIVIENDA, la UNIDAD NACIONAL PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO, la COORDINACIÓN DEPARTAMENTAL PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES y el CONSEJO MUNICIPAL DE GESTION DEL RIESGO.
ANTECEDENTES
Indican los señores Jesús Castaño Ramírez, Jairo de Jesús Contreras y Arnulfo Cardona Ramírez, que el día 11 de mayo de 2014 se presentó un deslizamiento de tierra en la vereda Génova del municipio de Mistrató que abarcó en mayor extensión sus propiedades; que el informe de este siniestro fue remitido al Consejo Municipal para la Gestión del Riesgo el día 12 de mayo de 2014, en el cual se recomendó que de manera urgente se dispusiera la reubicación de manera preventiva de los afectados, se realizaran las obras necesaria para evitar una catástrofe, si como la evacuación de sus viviendas; que el 23 de igual mes y año la Carder a través de un concepto emitió iguales sugerencias; que en virtud a que no fueron atendidas las recomendaciones de las entidades, solicitaron al Alcaldía de Mistrató una visita técnica en la vereda afectada con el fin de tomar medidas preventiva y así evitar un nuevo deslizamiento; que las visitas técnicas han sido realizadas por las entidades accionadas; no obstante no han realizado ninguna actuación tendiente a reparar los daños que fueron causados por el desastre natural, como tampoco para prevenir un nuevo siniestro.

Informan que su vida está en riesgo y que no cuentan con los medios necesarios para reubicarse en otro lugar, pues sólo poseen los bienes y enseres que se encuentren en riesgo, por lo tanto, solicitan a través de este medio la protección de sus derechos constitucionales a la vida, salud, y petición en conexidad con el debido proceso y el derecho de defensa y que, como consecuencia de tal pretensión, proceda a orden su reubicación, así como la realización de las obras necesarias para superar el estado de riegos en que se encuentran sus propiedades.

Requieren igualmente que la Carden vigile y vele por que se cumplan sus recomendaciones y sean acatadas por la autoridad competente.

TRAMITE IMPARTIDO
La acción fue conocida en primera instancia por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el que mediante auto de fecha 30 de mayo de 2017, admitió la acción y concedió a las partes el término de tres (3) días para vincularse a la litis, al paso que ordenó la vinculación de las Coordinaciones del Consejo Departamental y Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres, 

La Carder indicó a su turno que de los hechos de la acción no se desprende que esa entidad sea la causante de la vulneración que alegan los accionantes, pues ha remitido los informes técnicos realizados a raíz del desastre natural narrado en la acción al Municipio de Mistrató, a la Secretaría Departamental de Infraestructura y a la Central Hidroeléctrica de Caldas, haciendo notar que los llamados a resolver la situación de riego de los predios involucrados son los entes territoriales, de acuerdo con lo previsto en el Decreto Ley 919 de 1989.
Conforme lo anterior solicita que se declare la falta de legitimación en la causa por pasiva ya que no es la llamada a restablecer los derechos fundamentales de los tutelantes.

El Departamento de Risaralda a su turno, indicó que es ajeno a la problemática planteada en la demanda, pues han sido otras entidades las informadas de las situaciones de riesgo que atraviesan los actores, dado que en ningún momento fueron remitidos los informes técnicos a la Coordinación Departamental para la Gestión del Riesgo de Desastres, al paso que señala que no es la entidad competente para proveer el amparo que corresponde a los demandantes, siendo el Municipio de Mistrató encargado de ofrecer mejores alternativas, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo II del artículo 13º de la Ley 1523 de 2012.
Informó también que el Fondo Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, debe ser vinculado pues a su cargo está la gestión y administración de los recursos para dar continuidad a la política de gestión del riego de desastres, al igual que Fonvivienda, dado que es la entidad llamada a brindar una solución definitiva de vivienda a los actores, en calidad de damnificados.

El Municipio de Mistrató se pronunció respecto a los hechos de la demanda para indicar que se ha encargado de monitorear la zona a través de personal especializado, informando que ningún riesgo se evidencia en la actualidad; que gestionó ayudas para los damnificados proveniente de esa entidad y del departamento y que con el acompañamiento de la CHEC reubicó un poste de energía en el sector y viene verificando la estabilidad del terreno.

Al margen de lo anterior, hace notar la ausencia de inmediatez respecto a la vulneración pregonada por los promotores de la acción, pues afirman que la catástrofe ocurrió en el año 2014 y sólo hasta el presente impetran la tutela, buscando una protección que se deslegitima por el paso del tiempo.

Finalmente, expone que la reubicación de las viviendas declaradas en zonas de riesgo, conforme lo establecido en el artículo 12 de la Ley 1537 de 2012, procede para las que se dictaminan en “alto riesgo no mitigable” y en el presente asunto, de acuerdo con los informes técnicos, el riesgo es moderado que puede ser mitigado con las obras apropiadas.  
El Consejo Municipal de Gestión del Riego del municipio de Pereira, indicó que no tiene competencia para conocer emergencias que se presenten por fuera de su jurisdicción como es el caso del deslizamiento ocasionado en el año 2011 en la vereda Génova del municipio de Mistrató.
La misma entidad a nivel departamental trajo a colación iguales argumentos a los expuestos por el departamento de Risaralda. 

Mediante auto de fecha 12 de junio de 2017, se ordenó la vinculación al trámite de la Unidad Nación para la Gestión del Riesgo y de Fonvivienda.

La primera indicó que la competencia para restablecer los derechos de los señores Jesús Castaño Ramírez, Jairo de Jesús Contreras y Arnulfo Cardona Ramírez, es del Municipio de Mistrató y el Consejo Municipal de Gestión del Riego del ese municipio, de conformidad con lo establecido por la Ley 1523 de 2012 y de acuerdo con lo dispuesto por la Corte Constitucional en la T-696 de 2016.

Fonvivienda a su turno por su parte indicó que no existe registro alguno de que los actores se hayan postulado dentro las convocatorias realizadas por esa entidad para las personas en situación de desplazamiento, por lo que considera que la acción de tutela deviene improcedente, pues en ese contexto concluye que no ha vulnerado los derechos fundamentales del actor.  Posteriormente, hizo un recuento normativo relacionado con el subsidio de vivienda y el procedimiento para que la población afectada por desastres naturales y/o que se encuentren en habitando zonas de alto riesgo no mitigable, pueda acceder a él.
Finaliza haciendo notar que es el municipio de Mistrató el llamado a atender las necesidades de sus pobladores, tal como lo establece el artículo 311 de la Constitución Política y el artículo 3º de la Ley 136 de 1994.
Llegado el día de fallo, la juez de primer grado, luego de advertir la procedencia de la acción de tutela en el presente caso, determinó que el municipio de Mistrató, el Departamento de Risaralda, la Cárder y la Unidad Nacional de Gestión del Riesgo están llamadas a realizar las actividades tendientes a prevenir y mitigar las consecuencias de los deslizamientos de tierra en la zona y la probabilidad de represamiento de la quebraba Génova. 
En ese sentido y luego de advertir del incumplimiento de las obligaciones de tales entidades, a pesar de que la Corporación Autónoma Regional de Risaralda, precisó en su informe técnico que medidas a tomar respecto al siniestro debían ser inmediatas, consideró que con su omisión, había generado una posible afectación a la vida, a la integridad y la seguridad personal de la comunidad y por esa razón procedió a amparar los derechos fundamentales de los señores Jesús Castaño Ramírez, Jairo de Jesús Contreras y Arnulfo Cardona Ramírez y a ordenar al municipio de Mistrató que determine el estado de sus viviendas y las obras que deben realizarse para garantizar su habitabilidad, así como garantizar el acceso a programas de vivienda de interés social ofrecido por el Estado.

También ordenó a ese ente territorial, así como al Departamento de Risaralda, al Consejo Departamental de Gestión del Riesgo de Desastres, a la Unidad Nacional de Gestión del Riego de Desastres y a la Corporación Autónoma Regional de Risaralda que coordinen la elaboración de planes y programas para la prevención, mitigación y rehabilitación de la zona de la Vereda Génova y el tratamiento de la quebrada con su mismo nombre y garanticen la habitabilidad y estabilidad del terreno y evitar nuevos deslizamientos de tierra. 

Inconforme con la orden, el Departamento de Risaralda impugnó la decisión indicando que el único mecanismo que permite a las autoridades administrativas abreviar procedimientos tendientes a conjurar situaciones de riesgo, no es la acción de tutela, sino la declaratoria de calamidad pública, situación que no ha ocurrido en este caso y por esa razón, la juez de instancia no estaba llamada a ordenar un gasto con cargo al tesoro que no figura en presupuesto.

Precisó además que es el Fondo de Adaptación, de conformidad con lo establecido en el artículo 1º del Decreto 4819 de 2010, al igual que FONVIVIENDA, el Banco Agrario, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el Ministerio de Hacienda y Crédito Pública las entidades llamadas a resolver la situación de riesgo en la que se encuentran los tutelantes, insistiendo, que en su caso,  se configuró una falta de legitimación por pasiva, pues no tiene a su cargo la promoción de vivienda a la población víctima de desastres naturales, calamidades públicas o emergencias y/o que se encuentren habitando zonas de alto riesgo no mitigable.
El municipio accionado impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al vincularse a la litis.

La Unidad Nación de Gestión del Riesgo también recurrió la decisión insistiendo que son el municipio accionado y el Consejo Municipal de Gestión del Riesgos de Desastres de ese ente territorial las entidades a las cuales debe ir dirigida la orden impartida en la sentencia, de conformidad con lo establecido en la Ley 1523 de 2012
CONSIDERACIONES DE LA SALA
EL PROBLEMA JURÍDICO

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Se vulnera los derechos fundamentales de los actores al no ser reubicados de manera definitiva, ante el alto riesgo que representa el terreno en que se encuentra ubicada su vivienda?
Antes de entrar a revolver el interrogante formulado, es preciso anotar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DEL DERECHO A LA VIVIENDA EN CONDICIONES DIGNAS.

El artículo 51 de la Constitución consagra el goce de la vivienda en condiciones dignas como un derecho económico, social y cultural del que son titulares todos los colombianos: “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna (…)”, siendo insistente la Corte Constitución en que ésta garantía es susceptible de protección constitucional en la medida en que adviertan comprometidos derechos de rango superior como la vida, el mínimo vital, y el debido proceso
. 
Adicionalmente, ha sostenido el alto Tribunal, que para amparar por vía de tutela el derecho a la vivienda debe verificarse: “(i) la inminencia del peligro; (ii) la existencia de sujetos de especial protección que se encuentren en riesgo; (iii) la afectación del mínimo vital; (iv) el desmedro de la dignidad humana, expresado en situaciones degradantes que afecten el derecho a la vida y la salud, y (v) la existencia de otro medio de defensa judicial de igual efectividad para lo pretendido. Con ello se concluirá si la protección tutelar procede”
.  
En cuanto a las condiciones que debe presentar una vivienda digna, ha señalado que debe satisfacer, entre otros factores la “Habitabilidad, es decir, que la vivienda cumpla con los requisitos mínimos de higiene, calidad y espacio necesarios para que una persona y su familia puedan ocuparla sin peligro para su integridad física y su salud
”.
Así las cosas la inestabilidad del terreno donde se encuentra construida una vivienda puede configurar, si así lo determinan las circunstancias del caso concreto, que el inmueble no cumpla con los requerimientos mínimos de habitabilidad y, por tanto, exponga a sus habitantes a un riesgo extraordinario que compromete su  derecho fundamental a la seguridad personal, incluso a la vida y a la integridad personal y, por lo tanto, requiere la intervención del juez de tutela
. 

2. NORMATIVIDAD VIGENTE EN MATERIA DE REUBICACIÓN

El artículo 56 de la Ley 9ª de 1989
, modificado por el artículo 5 de la Ley 2ª de 1991
, creó la obligación en cabeza de los alcaldes municipales, de levantar un censo sobre las zonas de alto riesgo de deslizamiento de manera tal que una vez obtenida esta información procedan a la reubicación de las personas que se encuentren “en sitios anegadizos, o sujetos a derrumbes y deslizamientos, o que de otra forma presenten condiciones insalubres para la vivienda”. 
Esta norma, incluso faculta a los alcaldes a realizar desalojos por la fuerza cuando las condiciones de seguridad así lo requieran. Es así que los alcaldes tienen la obligación de: (i) tener una información actual y completa de las zonas de alto riesgo de deslizamientos o derrumbes que se encuentran en su municipio, y (ii) adoptar las medidas necesarias de reubicación en los casos en que personas se encuentren ubicadas en las zonas donde se ponga en riesgo sus derechos por las condiciones del terreno
. Así, pues, cuando la vivienda se encuentra en situación que ponga en peligro la vida de sus habitantes, es necesario que “se proceda a la evacuación de las personas para proteger su vida y además será obligación del Estado efectuar los actos administrativos indispensables para que los afectados encuentren otro lugar donde vivir en condiciones parecidas a las que antes disfrutaban”
.
Adicionalmente la Ley 388 de 1997 dispone en el artículo 13 que el componente urbano del plan de ordenamiento debe contener “los mecanismos para la reubicación de los asentamientos humanos localizados en zonas de alto riesgo para la salud e integridad de sus habitantes, incluyendo la estrategia para su transformación para evitar su nueva ocupación”
.
Por su parte la Ley 715 de 2001
, consagra en su artículo 76:

“Además de las establecidas en la Constitución y en otras disposiciones, corresponde a los Municipios, directa o indirectamente, con recursos propios, del Sistema General de Participaciones u otros recursos, promover, financiar o cofinanciar proyectos de interés municipal y en especial ejercer las siguientes competencias:

(…)

76.9. En prevención y atención de desastres

Los municipios con la cofinanciación de la Nación y los departamentos podrán:

76.9.1. Prevenir y atender los desastres en su jurisdicción.

76.9.2. Adecuar las áreas urbanas y rurales en zonas de alto riesgo y reubicación de asentamientos”.

En el anterior orden de ideas, se puede concluir que los municipios tienen competencias específicas en la prevención y atención de desastres las cuales pueden ser financiadas con recursos propios, del Sistema General de Participaciones o de otros recursos, con los cuales deben atenderse a la población localizada en zonas en donde se pueda presentar un desastre. 

Con relación a éstos deberes la jurisprudencia constitucional ha fijado las siguientes reglas:  
“1) los alcaldes deben llevar a cabo un inventario de las zonas que presenten altos riesgos para la localización de asentamientos humanos, entre otros factores, por estar sujetas a derrumbes o deslizamientos;

2) los alcaldes deben adelantar programas de reubicación de los habitantes o desarrollar las operaciones necesarias para eliminar el riesgo en los asentamientos localizados en dichas zonas;

(…)

4) Cualquier ciudadano puede presentar al alcalde o intendente la iniciativa de incluir en el inventario una zona o asentamiento determinado;

5) Se pueden adquirir los inmuebles y mejoras de las personas a ser reubicadas, mediante enajenación voluntaria directa o mediante expropiación;

6) Los inmuebles y mejoras así adquiridos pueden ser recibidos en pago de los inmuebles donde fueren reubicados los habitantes; 

7) El inmueble adquirido debe pasar a ser un bien de uso público bajo la administración de la entidad que lo adquirió;

8) Si los habitantes de inmuebles ubicados en sitios de alto riesgo rehúsan abandonar el sitio, el respectivo alcalde debe ordenar la desocupación con el concurso de las autoridades de policía, y la demolición de las edificaciones afectadas; (…)”
. 
Ahora bien, es claro también que la Ley 1523 de 2012, estableció las políticas nacionales de gestión de riesgo de desastres y se establece el Sistema Nacional de Gestión del Riego de Desastres y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo 14º que los “alcaldes como jefes de la administración local representan al Sistema Nacional en el Distrito y el municipio. El alcalde como jefe de la administración local, es el responsable directo de la implementación de los proceso de gestión del riesgo en el distrito o municipio, incluyendo el conocimiento y la reducción del riesgo y el manejo de desastres en el área de su jurisdicción”.

3. CASO CONCRETO

En el caso bajo análisis se observa que los accionantes se encuentran residiendo en la Vereda Génova en un terreno que desde el 3º de agosto de 2014 está considerado como “zona de Riesgo ALTO NO MITIGABLE” –fl 32- con recomendación de reubicación o relocalización de fecha 13 de mayo de 2014, y posteriormente de evacuación preventiva, según informe técnico de la Carder realizado el 3 de agosto de 2014 –fl 32-.

También resulta evidente que desde el momento en que evacuaron su vivienda, han solicitado información tendiente a lograr su reubicación y la compra de sus predios, siéndoles comunicado que sus pretensiones debían ser dirigidas al Comité Departamental de Gestión.

No obstante la situación planteada, es preciso hacer notar que la Sala de Casación Laboral ha impedido que sea el Juez de tutela el llamado a ordenar la reubicación o a generar soluciones alternativas de vivienda de tal índole, pues considera que tal función se encuentra en cabeza de las entidades encargadas de la asignación de SFVE, de acuerdo con los requisitos legalmente establecidos para ello.  Tal posición, fue materializada en sentencia de fecha 15 de enero de 2014, radicación STL392, en la que indicó lo siguiente:

“En el caso de marras, estima la Corte que la decisión acogida en la sentencia objeto de impugnación, en cuanto dispuso conceder el amparo deprecado por la parte actora, no atiende la regulación constitucional, ni legal de dicho medio defensivo de los derechos fundamentales, toda vez que, no obstante los razonados argumentos que ofrece, es lo cierto que quien hoy acude a la tutela, no empleó los medios ordinarios instituidos a su favor, contrariando de ese modo el principio de residualidad.

Adviértase como, la accionante aspira que a través de este mecanismo se ordene su reubicación inmediata y la de su grupo familiar en una vivienda que cuente con condiciones dignas para su subsistencia por estar habitando una zona de alto riesgo, e insiste en tal pedimento en el escrito impugnativo, al indicar que el amparo decretado resulta temporal y la avoca a padecer la misma situación de vulnerabilidad en corto tiempo.

Al respecto debe decirse que, contrario a lo concluido por el colegiado a quo, para esta Sala no es posible acceder a las aspiraciones de la petente, por cuanto impartir una orden de tal índole desbordaría la órbita de acción del juez de tutela, a quien no le es dable declarar la titularidad de derechos de rango legal, en cabeza de los administrados, además de afectar la legalidad del gasto público, cuya competencia está radicada en autoridades distintas de la judiciales.”
En ese sentido, no resulta procedente mantener la orden de la juez de primera instancia no solo por la improcedencia de la acción constitucional, para otorgar este tipo de beneficios, sino porque los actores ninguna gestión han realizado para obtenerlo pues solo se advierte en el plenario, que obran una serie de recomendaciones de la Cárder y un informe del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Mistrató, así como una petición solicitando información de la entidad a la cual deben dirigirse para lograr su reubicación y la compra de sus predios. 
Tampoco tienen la vocación de permanecer las ordenes dada por la juez respecto a la iniciación, coordinación y elaboración de planes y programas para la prevención, mitigación y rehabilitación de la zona de la Vereda Génova y el tratamiento de la quebrada del mismo nombra, dado que la acción de tutela no fue concebida para amparar derechos colectivos, pues para ello está prevista la acción popular, mecanismo que no se encargaron de desacreditar los actores por falta de idoneidad o eficacia del mismo, máxime cuando han trascurrido más de tres años de la emergencia, término dentro del cual bien podían haber iniciado la acción pertinente, situación que por sí sola desdibuja la existencia de un perjuicio irremediable y de paso el cumplimiento del requisito de inmediatez.
En el anterior orden de ideas, advirtiendo la improcedencia de la acción constitucional para atender las pretensiones de los actores, se revocará la decisión de primer grado. 

En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría 14 de junio de 2017.
SEGUNDO: NOTIFÍCAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES        OLGA LUCÍA HOYOS OCAMPO

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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